Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 51 minutos) 


La Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores tiene el gusto de recibir al doctor José 
Luis Shaw, a los efectos de escuchar su opinión sobre el proyecto de ley que crea el Impuesto de 
Asistencia a la Seguridad Social. Concretamente, queremos saber si este impuesto, cualitativa y 
objetivamente, es similar al Impuesto a la Renta anterior o si se trata de una especie de Impuesto a la 
Renta con otro nombre y otro destino. 


SEÑOR SHAM.- Para responder esta pregunta primero es necesario hacer un pequeño resumen del 
IRPF. 


El IRPF es un impuesto de sistema dual para las rentas que no son empresariales, es decir, 
aquellas que no derivan de la utilización conjunta de capital y trabajo sino, en forma predominante o 
exclusiva, del capital o del trabajo. Las que surgen de la combinación de capital y trabajo o 
empresarias están gravadas con el IRAE. 


Este Impuesto a la Renta de las Personas Físicas tiene dos categorías; la primera grava las 
rentas derivadas de los rendimientos del capital y de los incrementos patrimoniales. En la segunda 
categoría se incluyen las rentas del trabajo, abarcando también las jubilaciones, pensiones y 
prestaciones de pasividad de similar naturaleza. 


Lo importante a resaltar es que, tal como dice expresamente la ley, los contribuyentes 
liquidan el impuesto por separado por cada una de las categorías. En definitiva, se trata de dos 
impuestos distintos, porque se liquidan en forma separada y, además, tienen características distintas. 
La base de cálculo de la categoría | es de 12%, como máximo, con algunas disminuciones particulares; 
y en la categoría ll hay un mínimo no imponible y tasas progresionales hasta llegar al 25%. En ambos 
casos se gravan las rentas brutas, con algunas pequeñas deducciones en ciertos casos. 


Creo que es importante resaltar que en el caso de las rentas del trabajo dependiente, entre las 
cuales están incluidas las jubilaciones y pensiones, hay una deducción por gastos médicos que figura 
en el artículo 38 del Título VIl del Texto Ordenado del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. 
Para los jubilados y pensionistas, esa deducción por gastos médicos es superior a la que tienen los 
trabajadores en relación de dependencia. Esta es una primera puntualización. 


Por otra parte, las tasas y alícuotas del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, tienen 
un mínimo no imponible de 60 Bases de Prestaciones y Contribuciones. Luego hay tasas del 10%, del 
15%, del 20%, del 22% y del 25%, en función de las distintas franjas que van de 61 a 120 Bases, de 
121 a 180 Bases y así sucesivamente. Hay que tener en cuenta que las prestaciones de pasividad 
están gravadas para los no residentes por el Impuesto a la Renta de No Residentes, donde las tasas 
no son progresivas sino que, al igual que en las rentas del capital del Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas, se aplica una tasa única del 12%. 


Es necesario reiterar que se trata de dos impuestos totalmente distintos e independientes 
entre sí, tanto en su base de cálculo como en sus tasas, y no tienen ningún punto de contacto, por lo 
que si en un caso hay pérdidas, no se compensa con la ganancia del otro impuesto. En síntesis, se 
podría decir que, formalmente, dentro de un mismo impuesto, hay dos impuestos totalmente distintos e 
independientes entre sí. 


Ahora paso a considerar lo relativo al proyecto de ley del Impuesto a la Asistencia de la 
Seguridad Social. Éste grava las jubilaciones, pensiones y prestaciones de pasividades similares, al 
igual que lo hacía la categoría Il del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas y el Impuesto a la 
Renta de No Residentes. En el Mensaje del Poder Ejecutivo se dice que se trata inequívocamente de 
una figura tributaria autónoma que, obviamente, deroga las normas del Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas y del IRNR que referían a las jubilaciones y pensiones. Asimismo, se señala que al 
igual que como sucederá en las próximas modificaciones a incluir en el Impuesto a la Renta, se 
recogen las experiencias prácticas del nuevo sistema creado por la Reforma Tributaria en la Ley N* 


18.083. La base de cálculo se obtiene por la suma de los ingresos gravados por jubilaciones y 
pensiones -al igual que en el caso del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas y del Impuesto a la 
Renta de No Residentes- y no se permite ningún tipo de deducción. Hay que recordar que sí existían 
deducciones en el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, pero para el caso de las jubilaciones y 
pensiones estaba dimensionado. Por ejemplo, había un monto por gastos médicos que para las 
jubilaciones y pensiones era superior. Sin embargo, en este nuevo impuesto no se permite deducción 
alguna. Quiere decir que, sustancialmente, el impuesto no cambia, pero es importante tener en cuenta 
esa particularidad. Además, sus tasas progresivas son diferentes a las del Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas, el mínimo no imponible es más alto y tiene menos tramos de escalas, ya que las del 
¡ASS son del 10%, del 20% y del 25%, y las IRPF son del 10%, 15%, 20%, 22% y 25%. De todas 
formas, podemos señalar que se trata de un Impuesto más benigno, porque tiene un mínimo no 
imponible más alto y porque hay más monto de jubilaciones incluidas en la tasa del 10%. En cuanto a 
la tasa del 20%, la cantidad es similar al Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Sin embargo, 
por encima de 600 Bases de Prestaciones resulta mucho más gravoso porque todo va a la tasa del 
25%, sin pasar por la tasa del 22%. Por otra parte, se llega antes a esas escalas más altas. Esta es la 
descripción básica del tema. 


Ahora voy a mencionar las consideraciones que me merece el impuesto. Creo que el hecho 
de que se trate de un impuesto autónomo del IRPF y del Impuesto a la Renta de los No Residentes, tal 
como lo expresa claramente la exposición de motivos -y que ha sido objeto de insistencia verlo como 
un impuesto autónomo- o de una nueva categoría del IRPF y de una subcategoría del Impuesto a la 
Renta de los No Residentes, es totalmente intrascendente a los efectos de la valoración crítica del 
proyecto de ley desde el punto de vista tributario. 


Pienso que es totalmente intrascendente el hecho de que sea un impuesto distinto o que esté 
dentro de una nueva categoría en el IRPF y de una subcategoría del Impuesto a la Renta de los No 
Residentes. 


A mi juicio -aquí adelanto una opinión- se trata de una forma bastante más ocurrente y 
efectista -en lugar de tener rigor jurídico- que la de soslayar las sentencias de la Suprema Corte de 
Justicia, que en su anterior integración decretó la inconstitucionalidad del IRPF para un grupo de 
jubilados. Estemos o no de acuerdo con esas sentencias, y nos guste o no quienes fueron los 
promotores, creo que por la vía legal estamos anulando el efecto de cosa juzgada de esas sentencias 
para esas personas. Veamos por qué. Como decíamos, no hay que olvidar que el IRPF no es un 
impuesto único sino que en realidad se trata de dos impuestos diferentes -de ahí el título de dual- que 
gravan en forma distinta y totalmente separada las rentas del capital, por un lado, y, por otro, las rentas 
del trabajo, incluyendo a las jubilaciones y pensiones. También hay un tercer impuesto -como lo 
mencionamos hace unos instantes- el Impuesto a la Renta de los No Residentes, que grava en forma 
distinta que esos otros impuestos. 


El nuevo proyecto de ley crea una cuarta categoría o, si se quiere, un nuevo tributo, además 
del IRPF a las rentas de capital, en la categoría l, y a las rentas del trabajo -incluidas las jubilaciones- 
en la categoría Il. También se incluye aquí el Impuesto a la Renta de los no Residentes y el IRAE. En 
conjunto, estos son los impuestos a la renta que están vigentes en el país. 


Entonces, reitero, pensamos que no es algo trascendente que este nuevo impuesto sea una 
nueva categoría del IRPF, una subcategoría del IRNR o un tributo independiente, relativo a jubilaciones 
y pensiones; lo importante es ver, en sustancia, lo que significa en el contexto de todos los impuestos a 
la renta. 


También debemos recordar que las sentencias de la Suprema Corte de Justicia, tanto las 
que declararon la inconstitucionalidad como las que declararon la regularidad constitucional del IRPF 
sobre las jubilaciones y pensiones, centraron sus argumentos en torno a si el IRPF a la jubilaciones y 
pensiones viola o no el principio de igualdad ante las cargas públicas, tratando en forma igual a dos 
tipos de ingresos que -supuestamente para quienes promovieron las acciones de inconstitucionalidad- 
tendrían una naturaleza diferente. En ese sentido, por un lado estarían las rentas del trabajo y, por otro, 
las rentas de jubilaciones y pensiones, dentro de la categoría ll del IRPF. Otros argumentos que se 
esgrimieron, tanto por los promotores como por algunos de los Ministros de la Suprema Corte, en el 
sentido de si las jubilaciones y pensiones son o no rentas o si hay una intangibilidad o inmunidad de las 
mismas en función del artículo 67 de la Constitución de la República, no fueron acogidos por la 
mayoría de los integrantes de la Suprema Corte de Justicia. El único argumento que fue acogido por la 


mayoría es el que tiene que ver con la igualdad o, mejor dicho, la desigualdad o la violación del 
principio de igualdad por parte del IRPF. Respecto a los otros argumentos, en lo personal, no estoy de 
acuerdo con ellos. 


Por otra parte, los Ministros que estaban en minoría anteriormente y el nuevo Ministro, el 
doctor Larrieux, hicieron especial hincapié -tanto en las primeras sentencias como en las nuevas, que 
declaran la constitucionalidad del IRPF sobre las jubilaciones- en conceptos que han sido fundados 
desde larga data por parte de la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia y de la doctrina 
constitucionalista y tributarista. El primero de estos conceptos es que el principio de igualdad consiste 
en tratar en forma igual a los iguales y en forma desigual a los desiguales. Y el segundo es que el 
principio de igualdad no impide que se legisle para clases o grupos de personas, siempre que éstos se 
constituyan en forma justa y razonable y que la determinación de esas categorías no sea caprichosa ni 
arbitraria, sino fundada en una real distinción. 


En este sentido, si los señores Senadores me permiten, voy a leer algunos pasajes de una de 
las sentencias que declararon la regularidad constitucional del impuesto sobre las jubilaciones, que fue 
redactada por el nuevo Ministro, el doctor Larrieux. 


Concretamente, en esa sentencia se dice lo siguiente: 


“Entonces, en cuanto se reflejen los principios tributarios constitucionalmente consagrados de 
legalidad, especialidad, capacidad económica y no confiscatoriedad, al igual que de justicia material en 
tanto forma de contribución al sostenimiento de los gastos públicos, tampoco se vulneraría el Art. 8 de 
la Constitución -que establece el principio de igualdad de todas las personas ante la Ley- que tiene por 
finalidad impedir no las desiguales soluciones legislativas para situaciones o personas que se 
encuentran en posición diferente, sino el trato diferencial para circunstancias o sujetos idénticos (Sent. 
N2 21/74), por lo que no sería inconstitucional la norma que recaiga de manera igualitaria y no 
discriminatoria sobre todas las personas referidas en el hecho generador y sí lo sería discriminar entre 
quienes perciban ingresos iguales por otro orden de circunstancias (vr. gr. edad, sexo, raza, religión, 
etc.)”. 


Es decir que si la formación de esas categorías no tiene una razón justa, sino que se realiza 
por otras circunstancias, como la edad -y recalco especialmente el concepto “edad”- sexo, raza, 
religión, etcétera, la ley sí sería inconstitucional. 


Luego continúa con una referencia a otra sentencia: “El principio de igualdad no impide que se 
legisle para clases o grupos de personas siempre que éstos se construyan justa y racionalmente”. Y 
agrega: “el mismo no se opone a que se legisle para clases o grupos de personas, a condición de que 
todos los comprendidos en el grupo sean igualmente alcanzados por la norma y que la determinación 
de la clase sea razonable, no injusta o caprichosa o arbitraria, sino fundada en una real distinción”. 


Como conclusión sobre este tema, se establece: “El hecho de gravarse igualmente ambas 
prestaciones -salarios y pasividades- a criterio de la mayoría que acuerda esta decisión no viola el 
principio de igualdad”. Y finalmente -esta es una mención que es importante hacer- como reafirmando 
esta conclusión, la sentencia de la Suprema Corte de Justicia dice: “Inclusive, las prestaciones de 
pasividad son tratadas de modo más favorable que las de actividad pues se permite a su respecto la 
deducción del rubro “atención médica” (Art. 38 lit. E). 


Si examinamos el proyecto y su exposición de motivos, vemos, a mi juicio con claridad, que 
estos postulados de justicia y razonabilidad en la formulación de una categoría o impuesto diferente 
para esta clase o grupo de personas, que son los jubilados y pensionistas, y la exigencia de que su 
determinación no sea caprichosa o arbitraria, no están ostensiblemente presentes. En primer término, 
¿qué es lo que antes determinaba que fuera justo, equitativo y razonable que las jubilaciones y 
pensiones se gravaran con el IRPF en forma igual -salvo la mayor deducción por gastos médicos- que 
las rentas del trabajo dependiente, incluyéndolas expresamente en la categoría de rentas del trabajo, y 
que ahora, por el contrario, se considere equitativo hacer con esas prestaciones un impuesto diferente 
que las grava en forma distinta? Al respecto, en la exposición de motivos se expresa que los fallos 
contradictorios dictados por la Suprema Corte de Justicia generaron una situación de inequidad que es 
preciso corregir. 


Eso es cierto y razonable, pero también se expresa que para el proceso de mejora de la 
cohesión social se requiere una participación equitativa en el esfuerzo de los contribuyentes. Para 
lograr dicha equidad, se hace cuestión en que se establece un monto mínimo no imponible más 
elevado que el previsto para el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, que está fijado en catorce 
mil doscientos pesos mensuales, al valor actual de la Base de Prestaciones y Contribuciones. Es algo 
totalmente cierto, como también lo es --y ya lo hemos señalado- que hasta cierto monto de ingresos 
por jubilaciones y pensiones, las tasas del nuevo impuesto son más benignas que las del Impuesto a la 
Renta de las Personas Físicas, pero son más gravosas para las jubilaciones más altas, ya que tienen 
una mayor progresividad. La aparente justificación de la racionalidad del agravamiento de la imposición 
a la renta de las jubilaciones más altas es: en primer lugar, que se requiere una participación equitativa 
en el esfuerzo de los contribuyentes para corregir la inequidad generada por las sentencias 
contradictorias de la Suprema Corte de Justicia y, en segundo término, que la estructura de las tasas 
progresivas del nuevo impuesto es el sistema más justo, en la medida en que se grava más 
proporcionalmente el ingreso más elevado. 


Sin embargo, lo que no se explica en la exposición de motivos es qué es lo que justifica 
racional y equitativamente --para utilizar las palabras de la sentencia de la Suprema Corte de Justicia-- 
que esa participación equitativa en el esfuerzo de los contribuyentes y esa mayor justicia en las tasas 
progresivas se pretendan lograr exclusivamente gravando las jubilaciones y pensiones más altas en 
forma mayor que a las rentas del trabajo. O sea que con el nuevo impuesto, si bien por el mínimo 
imponible en los primeros tramos de la escala las retribuciones más bajas se gravan en forma más 
benigna -esto es algo ponderable- las más altas se gravan en forma más severa que lo que gravaba el 
Impuesto a las Rentas de las Personas Físicas a las jubilaciones y pensiones y a las rentas del trabajo 
dependiente. 


Por estas razones, me pregunto si este impuesto crea una clase o grupo de personas a las 
cuales, justa y racionalmente, se las pueda gravar en forma discriminatoria respecto de las rentas del 
trabajo, sin violar el principio de igualdad consagrado en el artículo 8% de la Constitución. Creo que no, 
que no existe dicha justificación. Es más, tampoco creo que así lo considere la Suprema Corte de 
Justicia a la luz de su jurisprudencia tradicional y de los considerandos de las sentencias que han 
declarado la constitucionalidad del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas a las jubilaciones. 


Por tanto, además de los conceptos generales desarrollados en esas sentencias sobre el 
principio de igualdad, como manifestábamos más temprano, se dice expresamente que inclusive las 
prestaciones de pasividad son tratadas en forma más favorable que las de la actividad, pues a su 
respecto se permite la deducción del rubro asistencia médica por un monto mayor que a los activos, de 
acuerdo con el literal e) del artículo 38. Esto no ocurre así en el nuevo impuesto proyectado, no sólo 
porque no se admite deducción alguna por ese concepto, sino también porque las pasividades más 
altas no están gravadas de modo más favorable sino, por el contrario, en forma más gravosa que lo 
que lo estaban las jubilaciones en el anterior Impuesto a la Renta de las Personas Físicas -que todavía 
está vigente- y que las rentas del trabajo, que seguirán estando gravadas por el IRPF. 


Creo que si bien es razonable y compartible que se alivie la imposición a las pasividades más 
bajas, nada justifica, racional y equitativamente -para utilizar las palabras de la doctrina tradicional de la 
Suprema Corte de Justicia y de la también tradicional jurisprudencia tributarista y constitucionalista, así 
como los fundamentos de la sentencia que declaró la regularidad constitucional de la aplicación del 
impuesto a las jubilaciones y pensiones- que ello se haga a costa de castigar a los titulares de 
pasividades elevadas, por encima del impuesto que grava a las rentas del trabajo, y no con cargo a 
Rentas Generales, como sucede con el producido específico de un porcentaje de otros impuestos. 


Esto es lo corriente en la deficitaria situación del Banco de Previsión Social y, por tanto, en la 
financiación de las pasividades que otorga esta institución, que reitero son solventadas por Rentas 
Generales o por el producido de impuestos que se destinan específicamente a la financiación del 
Banco de Previsión Social. 


A mi juicio, este proyecto de ley tiene componentes que hacen dudar, pues está queriendo 
infligir un castigo a quienes osaron impugnar y obtuvieron la declaración de inconstitucionalidad del 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas aplicado a las pasividades y, de paso, a todos los que 
tienen pasividades más o menos elevadas, para lo cual -hay que recalcarlo- aportaron determinados 
montos durante toda su vida activa y, aunque pudieran recibir jubilaciones elevadas, están topeadas y 
reciben mucho menos de lo que deberían percibir si se consideran los aportes que realmente hicieron. 


Quiero hacer una última aclaración aunque, en realidad, no sé si en cierta forma no estaría 
fuera de tema. A mi juicio, la equidad o inequidad del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas y, 
por tanto, su eventual inconstitucionalidad por violación del principio de igualdad, ha sido planteada a 
nivel de la Suprema Corte de Justicia por quienes llevaron adelante las acciones, en términos de 
comparar el impuesto que grava, por un lado, a las pasividades, versus el que grava a las rentas del 
trabajo; los grava en forma prácticamente igual. El verdadero tema de la equidad o inequidad del IRPF 
está planteado por un lado con las rentas del capital versus las rentas del trabajo, que antes se 
aplicaba también a las rentas de las jubilaciones y pensiones y que ahora aparecen gravadas por un 
impuesto distinto. Creo que es intrascendente si se trata de un impuesto distinto o de una nueva 
categoría del IRPF; a mi entender, eso es totalmente independiente. 


Este no es el tema de la convocatoria, pero creo que hay mucho al respecto. Tengo mi 
opinión formada, inclusive por escrito. Cuando se plantearon las bases del proyecto de reforma, se 
pidió que la opinión pública y todo el mundo dieran sus puntos de vista. En esa oportunidad, el Instituto 
Uruguayo de Estudios Tributarios presentó un muy fundamentado informe donde expresaba que 
realmente no era equitativo un impuesto dual que hablaba de tratar a las rentas de capital en forma 
distinta y más benigna que a las rentas de trabajo. 


Este no es el tema por el que ustedes me han citado, pero no quería dejar pasar la 
oportunidad para decir estas palabras, porque se trata de cosas que hacen a la opinión que uno pueda 
tener sobre todos estos temas impositivos, que no están aislados unos de otros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco la exposición brindada al doctor José Luis Shaw y, si ningún señor 
Senador desea formular preguntas, quisiera plantearle la siguiente inquietud. En función del análisis 
que hizo el doctor, que básicamente terminó en la violación del artículo 8% de la Constitución, por los 
mismos argumentos que la jurisprudencia, la doctrina, la Suprema Corte de Justicia y la sentencia de la 
Corte vertieron sobre la constitucionalidad del anterior, reiteró un par de veces que no importaba si se 
trataba de un impuesto autónomo o de un nuevo IRPF con una categoría especial. Al respecto, dijo 
que, en realidad, los Impuestos a la Renta tienen cuatro categorías hasta esta ley, de las cuales tres 
corresponden a IRPF: una se aplica sobre las rentas de capital, otra sobre las rentas del trabajo y otra 
sobre las rentas de los no residentes. 


Usted también señaló que la forma legal adoptada era más efectista que de rigor jurídico - 
tomé nota textual de lo expresado- y que básicamente buscaba soslayar los efectos de la sentencia de 
la Suprema Corte de Justicia. Concretamente, en este caso -esta era mi inquietud original- ¿usted 
piensa que este impuesto es una nueva categoría de IRPF, lo considera realmente autónomo y que 
está por fuera de las categorías del IRPF, o está en duda? 


SEÑOR SHAW.- Por las razones que expuse, considero que es intrascendente que se trate de un 
impuesto independiente o de una nueva categoría, porque hay que tener en cuenta la totalidad de la 
imposición a la renta, aunque sean impuestos distintos o uno nuevo. 


Ahora bien, si usted me pregunta si este es un impuesto autónomo o una nueva categoría de 
IRPF, le respondo que pienso que es una nueva categoría de IRPF, por más que se diga que es un 
gravamen autónomo. Reitero que, a mi juicio, eso es intrascendente, pero si me formula la pregunta 
concreta, le respondo que creo que se trata de una nueva categoría. Me parece que ni el nombre ni la 
forma hacen a la cosa; la verdadera sustancia, sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, algunas opiniones van en el sentido que el doctor Shaw 
afirma, por eso queríamos hacerle esta consulta particular, teniendo en cuenta que se trata de un 
experto en el tema tributario. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Simplemente quisiera dejar una constancia más acerca de lo opinable que es 
este tema. En el suplemento de “El País” se dice que el lASS es técnicamente correcto y, 
precisamente, el doctor Gonzalo Ramírez llega a una conclusión diferente. 


SEÑOR SHAMW.- Si hablamos de opiniones diferentes, hay que decir que todos sabemos que hay 
doctrinas y opiniones de diverso tipo. Podemos leer cosas que justifiquen doctrinariamente aspectos 
con los que uno no está de acuerdo, pero siempre hay diversas bibliotecas. Se nos critica a los 
abogados porque se dice que hay dos bibliotecas, pero lo cierto es que hay infinidad de bibliotecas, y 


esto ocurre tanto en materia jurídica como contable; el señor Presidente, que es contador, también lo 
sabe. 


Quiero destacar que cuando uno habla de doctrina, es importante ver a quién pertenece; no 
se trata de un argumento de autoridad, pero hay que tener en cuenta la trayectoria y toda la obra 
jurídica de un autor. 


Aclaro que los impuestos personales son los que tienen en cuenta la totalidad de una 
manifestación de capacidad contributiva, por ejemplo, el Impuesto a la Renta Personal. Lo tradicional 
es que este Impuesto englobe todas las rentas de los sujetos pasivos; por ese motivo se justifica la 
productividad. 


Es una razón de justicia tributaria. Si hablamos de riquezas, podemos mencionar el Impuesto 
al Patrimonio global. Por otro lado están los impuestos reales, que gravan manifestaciones aisladas de 
capacidad contributiva. Obviamente, algunos casos son manifestaciones indirectas como, por ejemplo, 
los impuestos indirectos como el IVA; hay una capacidad contributiva que se manifiesta, pero es 
indirecta. Dentro de los impuestos a la renta, a los ingresos o a la riqueza, también hay impuestos de 
carácter real que recogen manifestaciones aisladas de capacidad contributiva. 


Respecto al tema del carácter progresivo de los impuestos que no son personales, me 
gustaría citar la opinión de dos juristas, de quienes diría que son los más grandes tributaristas que ha 
tenido, tiene y tendrá por mucho tiempo América Latina. Para usar términos que hoy están muy de 
moda en ámbitos deportivos, diría que se encuentran en el ranking de los “top ten” de los tributaristas 
de todos los tiempos, a nivel mundial. Asimismo, me gustaría citar a otro ilustre y muy conocido 
tributarista, de los que empezaron la ciencia de la Hacienda y del Derecho Tributario, que es el italiano 
Luigi Einaudi. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Quiénes son los otros dos juristas? 


SEÑOR SHAM.- Uno de ellos es Dino Jarach, ítalo argentino, que en la época de Mussolini escapó de 
Italia, vino a la Argentina, desarrolló allí toda su carrera y también escribió su obra maestra. El otro 
jurista es nuestro querido profesor Ramón Valdés Costa. 


Ellos tres sostienen claramente que en los impuestos reales no se justifica la imposición 
progresiva solo por razones extrafiscales como, por ejemplo, en la época en que regía el IMPROME en 
nuestro país. Este impuesto tenía tasas progresivas y su finalidad era lograr una mayor producción y 
también combatir el latifundio. 


En ese caso, se puede justificar la imposición progresiva, pero por razones de justicia 
tributaria no se justifica, de ninguna manera, el carácter progresivo en impuestos de carácter real. No 
cabe ninguna duda de que el nuevo impuesto a las jubilaciones es de carácter real; y me animo a decir 
aún más: también el IRPF a las rentas del trabajo y a las rentas del capital lo es. Se trata de impuestos 
distintos o del mismo, si se quiere, desde el punto de vista formal u orgánico, pero son totalmente 
diferentes e independientes -como decía al principio- en su tratamiento, y no tienen ningún punto de 
contacto en su tratamiento. Son todas manifestaciones aisladas de capacidad contributiva y, por tanto, 
creo que el carácter progresivo no se justifica. Y esto va mucho más allá de la eventual 
inconstitucionalidad del IRPF a las rentas del trabajo, lo cual comprende al viejo IRP a las rentas de los 
jubilados que, obviamente, no está fuera de esa categoría. Puede haber muchos autores que opinen 
distinto, pero hay que ver lo que piensa cada uno. Con respecto al carácter progresivo de impuestos 
reales, basta con decretarlos inconstitucionales, tal como lo señalan Einaudi, Jarach y Valdés Costa, 
entre otros. 


SEÑOR DA ROSA.- Quiero corroborar un concepto que el doctor Shaw manejó en su exposición y 
sobre el cual pretendo simplemente profundizar un poco. Según ha dicho, este nuevo tributo que se 
está creando a través de este proyecto de ley, de alguna forma va en la misma dirección en cuanto a 
ciertas expresiones o violaciones del principio de equidad, en la medida en que grava más, sin una 
motivación o justificación racional explicita, a aquellas jubilaciones más altas con respecto a otras. Por 
otro lado, va en la misma línea en cuanto al IRPF, en el sentido de que grava proporcionalmente en 
forma más alta las rentas derivadas del trabajo que las del capital. 


En consecuencia, deseo saber si el doctor Shaw piensa que este impuesto va en la misma 
línea que el IRPF. 


SEÑOR SHAMW.- Así es, señor Senador. Su intervención me hizo recordar algo en lo que quizá no hice 
especial hincapié. De acuerdo con la doctrina y la jurisprudencia tradicional de la Corte y los 
fundamentos de las nuevas sentencias -como ser la de Larrieux, en la actual integración de la Corte- la 
creación de categorías distintas para un tratamiento diferente debe ser un hecho justificado, razonable 
y no arbitrario. Honestamente, no creo que se pueda argumentar una justificación racional para gravar 
jubilaciones en forma más gravosa. Los jubilados son personas que han trabajado toda su vida, por lo 
que me parece que no se justifica la creación de una categoría que grave a las jubilaciones de forma 
aún más gravosa que las rentas de quienes están en actividad. Por eso señalé que en función de los 
propios fundamentos de la Corte, si fuera coherente, tendría que decir que este impuesto es 
inconstitucional porque es violatorio del principio de igualdad. Pero eso lo dirá la Corte; quizás sea un 
atrevimiento de mi parte señalar cómo debe pronunciarse la Corte, que representa un Poder del 
Estado, independiente, y que es, en definitiva, la que debe pronunciarse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún otro señor Senador desea hacer una consulta, solo nos resta 
agradecer la presencia del doctor Shaw. 


(Se retira de Sala el doctor José Luis Shaw) 
(Ingresa a Sala el doctor Horacio Cassinelli Muñoz) 


La Comisión tiene el honor de recibir al doctor Cassinelli Muñoz, a quien se le ha solicitado su 
opinión con respecto a la constitucionalidad del nuevo Impuesto de Asistencia a la Seguridad Social. 


Con mucho gusto, le concedemos el uso de la palabra. 
SEÑOR CASSINELLI MUÑOZ.- Agradezco la deferencia de que me hayan consultado. 


En realidad, la duda que surge con respecto a la diferencia entre la situación anterior y la 
posterior a este eventual impuesto denominado “Impuesto de Asistencia a la Seguridad Social” (IASS), 
radicaría en el hecho de que si por ser parecido al impuesto que se deroga, configuraría una causal de 
inconstitucionalidad. Creo que por esa razón me han consultado; es decir, si además de las 
inconstitucionalidades que se le achacan al texto legal comentado, existiría una causal independiente 
que no dependería del contenido del acto ni de su forma, sino del hecho de ser ambos textos 
prácticamente equivalentes. 


Antes que nada, debe aclararse que no existe, en opinión de la mayoría de la Corte -posición 
que comparto- una causal derivada del contenido inconstitucional, pretendidamente inconstitucional, 
del nuevo impuesto. Tampoco se ha objetado una razón de forma. De modo que si se lo quiere 
encuadrar en una causal jurídica de inconstitucionalidad, lo que se le achacaría al nuevo impuesto 
sería una inconstitucionalidad del designio, no de la forma ni del fondo; sería un caso de desviación de 
poder legislativo y no un caso de ley de contenido inconstitucional o de ley tramitada con una forma 
distinta a la que la Constitución prevé para el dictado de actos legislativos. 


Este es el primer punto al que me quería referir. De todas maneras, si no queda claro para 
los señores Senadores, lo ampliaré con mucho gusto. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Solicitaría a nuestro invitado que desarrollara un poco más este primer punto, 
que considero medular en el planteo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Previamente, quisiera brindar al doctor Cassinelli Muñoz un breve detalle de 
los antecedentes. 


Parte de la discusión que tuvo lugar en la sesión pasada se centró, justamente, sobre lo que 
acaba de mencionar nuestro invitado, es decir, si el nuevo impuesto puede ser acusado de desvío de 


contenido legislativo y si, en realidad, no está enervando una sentencia de cosa juzgada para quienes 
obtuvieron la declaratoria de inconstitucionalidad. 


El otro aspecto sobre el que se debatió tuvo que ver con el hecho de si el nuevo impuesto 
seguía siendo opinablemente inconstitucional para quienes habían aducido ese carácter, por las 
razones que se conocen, en lo que al IRPF anterior se refiere. 


Finalmente, entonces, la discusión discurría por dos andariveles: uno relacionado con la 
inconstitucionalidad propia -que nuestro invitado, de acuerdo con la sentencia de la Suprema Corte de 
Justicia, descarta, según entendí de sus palabras- y el otro relacionado con el hecho de si el nuevo 
impuesto, cualitativamente o desde el punto de vista, diríamos, de su forma y de su fondo, sería igual o 
similar al anterior y, por lo tanto, quienes obtuvieron la sentencia favorable estarían en condiciones de 
decir que como se les están aplicando un mismo impuesto con distinto nombre, podrían llegar a 
obtener -de ese modo y no ya por razones de inconstitucionalidad- una sentencia por la que también 
quedarían exonerados de este tributo. 


Me parece que es por estos antecedentes que el señor Senador Baráibar solicita una 
ampliación de la exposición del doctor Cassinelli Muñoz. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Eso es correcto, señor Presidente. 


SEÑOR CASSINELLI MUÑOZ.- Quiere decir que la pregunta no se referiría ni a la forma ni al 
contenido del l|ASS, sino a la aplicación a una determinada persona -o a varias- de una norma cuya 
inconstitucionalidad había sido pretendida, pero que fue desechada por la Suprema Corte de Justicia. 


¿Constituye eso una causal de nulidad, separada de las de forma y de fondo, que son las 
únicas que se permite invocar a texto expreso de la Constitución en el proceso de inconstitucionalidad? 


Personalmente, pienso que la inconstitucionalidad por razones de forma o de fondo es la 
única que puede dar lugar a la solicitud de declaración de inconstitucionalidad por vía de acción, de 
excepción o de oficio. No se puede invocar el Capítulo IX de la Sección XV de la Constitución de la 
República para impugnar una ley cuyo contenido y cuya forma no sean objetados desde el punto de 
vista constitucional. 


Habría una tercera hipótesis, relacionada con la irregularidad del acto legislativo, pero no 
estaría sujeta a la aplicación del procedimiento especial para declarar la inconstitucionalidad de las 
leyes o, hablando con más precisión, para pretender esa declaración. Declarada inconstitucional -en 
algún caso- una ley, el hecho de que luego se dicte otra con igual o distinto contenido hace inaplicable 
la sentencia recaída en el juicio anterior y no impide que se vuelva a plantear el tema respecto de otro 
caso concreto. Inclusive, si el caso en cuestión fuera diferente, se plantearía el tema de si puede 
invocarse, en el otro caso concreto, la sentencia de la Suprema Corte de Justicia. 


Se trata de un tema bastante más general, y funcionaría igual tratándose de una ley 
interpretativa de cualquier otra ley, por ejemplo, una sobre divorcio. 


Si hay una sentencia que acoge una pretensión fundándose en determinada interpretación 
de una ley, y si luego esa ley se sustituye por otra con el mismo contenido, no se puede decir nunca 
que se está burlando el fallo del Tribunal anterior. Una ley interpretativa obliga al Juez solamente a 
respetarla en los casos definitivamente concluidos; así lo expresa el artículo 13 del Código Civil. 
Solamente en esos casos en los que hay cosa juzgada resultaría inaplicable la nueva interpretación de 
la ley y, por consiguiente, el riesgo de inequidad desde el punto de vista del principio de igualdad. 


¿Cuál es la solución frente a estos casos? El Código Civil dice que las interpretaciones 
legislativas no tienen efectos en contra del interesado, pero tendría que darse el concepto doctrinario 
perfecto de cosa juzgada; un caso está definitivamente concluido cuando está pasado en autoridad de 
cosa juzgada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos muchísimo al doctor Cassinelli Muñoz su presencia y la 
brevedad y contundencia de su exposición. 


(Se retira de Sala el doctor Cassinelli Muñoz) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


